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[La víctima] prestaba sus servicios en el Departamento Administrativo de Seguridad “DAS” desde el 24 de febrero de 1981 y para la fecha en que transcurrieron los hechos, se encontraba laborando en su oficina, la 501, ubicada en la sede principal de esa institución. (…) Aproximadamente a las 7:32 de la mañana del 6 de diciembre de 1989, se produjo el atentado dinamitero a que aluden estas diligencias, el cual dejó semidestruidas las instalaciones de la entidad y las edificaciones privadas circunvecinas, al tiempo que ocasionó la muerte y lesiones personales de diverso grado a numerosas personas. (…) El daño y la relación de causalidad como las omisiones que se endilgan al servicio, está acreditado con la historia clínica, (…) en la cual se conceptúa que a consecuencia de la explosión, la víctima sufrió una herida perforante en el ojo izquierdo, que a pesar de los tratamientos médicos y quirúrgicos a que fue sometido "evolucionó a Ptisis Bulbi, que requiere enucleación e implante ocular". (…) La última valoración hecha por la Caja Nacional de Previsión, el 29 de mayo de 1990, expresa que "(…) Esta división junto con los servicios tratantes de Neurología y Otorrinolaringología, otorgan pensión de invalidez definitiva por una pérdida de la capacidad laboral del 96% de carácter permanente" (…). La Sala confirmará el fallo recurrido en lo fundamental, pues encuentra acertados los planteamientos y conclusiones que el Tribunal tuvo en cuenta para declarar la responsabilidad del Estado, tanto desde el punto de vista administrativo como patrimonial, en las lesiones corporales que sufriera (…) [la víctima], el 6 de diciembre de 1989, a consecuencia del atentado perpetrado por la delincuencia organizada contra las instalaciones del DAS, ubicadas en este Distrito Capital. (…) La apreciación de los medios de convicción aducidos por las partes, (…) pone en evidencia que los hechos de que tratan estas diligencias fueron la consecuencia necesaria de fallas o faltas de los servicios de inteligencia y vigilancia a cargo de la parte demandada, que permitieron o facilitaron se generara el evento dañoso por el cual se reclama. Significa lo anteriormente dicho que la Corporación reitera en esta oportunidad la orientación jurisprudencial que ha venido aplicando para resolver las causas originadas en el ataque consumado contra la sede principal del DAS (…). Como corolario obligado de la realidad procesal anotada, el proveído recurrido deberá mantenerse en cuanto le imputa a la administración haber posibilitado el evento dañoso por el cual se reclama, tanto más si se considera que nada acredita la existencia de causal con virtud suficiente para liberar su responsabilidad; por consiguiente, de cargo de la parte demandada correrá la indemnización de los perjuicios irrogados a los interesados.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la responsabilidad patrimonial del Estado por el ataque terrorista consumado contra la sede principal del DAS, consultar providencias de 9 de febrero de 1995, Exp. 9550, C.P. Julio Cesar Uribe Acosta; de 11 de mayo de 1995, Exp. 10092, C.P. Julio Cesar Uribe Acosta; de 27 de julio de 1995, Exp. 10120 Daniel Suárez Hernández; de 6 de noviembre de 1997, Exp. 10255, C.P. Juan de Dios Montes Hernández.
PERJUICIO MORAL / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / PERJUICIO MORAL POR LESIONES CORPORALES / LESIONES PERSONALES / AGENTE DEL DAS / LESIONES GRAVES / LESIONES PERSONALES GRAVES / INDEMNIZACIÓN A LA FAMILIA DE LA VÍCTIMA / RECONOCIMIENTO DEL PERJUICIO MORAL 

Las pruebas aducidas atinentes al daño irrogado a la víctima, como al parentesco y a la relación que con él mantenían el resto de los demandantes, son suficientes para concluir, pues nada indica que deba modificarse, que tienen derecho a recibir la indemnización que por este concepto les fue señalada por el a-quo; el precio del gramo de oro que se tendrá en cuenta para el pago de estos perjuicios, será el interno que certifique el Banco de la República para la fecha de ejecutoria de este fallo.
INDEMNIZACIÓN A FORFAIT / RECONOCIMIENTO DE LA INDEMNIZACIÓN A FORFAIT / RESPONSABILIDAD A FORFAIT / DIFERENCIA ENTRE RESPONSABILIDAD A FORFAIT Y RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL / INDEMNIZACIÓN POR RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR FALLA DEL SERVICIO / RESPONSABILIDAD POR FALLA DEL SERVICIO / RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO

Siguiendo la reiterada jurisprudencia de la Corporación, no hay lugar a duda que pueden acumularse, por tener diferente causa, las prestaciones a forfait, esto es, las que la víctima tiene derecho a recibir en virtud de la relación legal y reglamentaria que lo ligaba a la administración, con la indemnización que tiene su origen en la falla o falta del servicio que se ha dejado reconstruida. En tales circunstancias, las prestaciones sociales reconocidas a la víctima, no excluyen ni se compensan con la que tiene a cargo la entidad responsable del evento dañoso. 
LUCRO CESANTE / PERJUICIO MATERIAL POR LUCRO CESANTE / INDEMNIZACIÓN DEL LUCRO CESANTE / LESIONES FÍSICAS / LESIONES PERSONALES / LESIONES GRAVES / LESIONES PERSONALES GRAVES / AGENTE DEL DAS / PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL / DISCAPACIDAD LABORAL / DISMINUCIÓN DE LA CAPACIDAD LABORAL / INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD LABORAL / INDEMNIZACIÓN POR DISMINUCIÓN DE LA CAPACIDAD LABORAL / RECONOCIMIENTO DE LA TASACIÓN DEL LUCRO CESANTE / RECONOCIMIENTO DEL LUCRO CESANTE / RECONOCIMIENTO DEL PERJUICIO MATERIAL EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL POR LUCRO CESANTE / DETERMINACIÓN DEL LUCRO CESANTE / TASACIÓN DEL LUCRO CESANTE / CÁLCULO DE LA TASACIÓN DEL LUCRO CESANTE / CÁLCULO DEL LUCRO CESANTE / ACTUALIZACIÓN DE LA TASACIÓN DEL LUCRO CESANTE / ACTUALIZACIÓN DEL LUCRO CESANTE
La condena al pago de los perjuicios materiales, se hará ajustada a las siguientes pautas: 1.- La renta estará representada por el salario que la víctima percibía en la oportunidad en que se produjo el atentado de que tratan estas diligencias, de $83.000.oo pesos mensuales (…); esta suma se actualizará con aplicación de la fórmula usual en estos casos, que tiene en cuenta el promedio del índice de precios al consumidor certificado por el DANE, según la cual, el índice inicial será el que regía en la fecha en que se produjo el daño, el 6 de diciembre de 1989, de 126.08 e índice final, el actual 783.43 (…). 2.- Para hacer los estimativos se tomará la totalidad de la renta, habida cuenta que según el dictamen de la Caja Nacional de Previsión, la víctima “sufrió una pérdida de la capacidad laboral del 96%, de carácter permanente” (…). 3.- La indemnización comprende dos períodos: el primero, vencido o consolidado, corre desde el 6 de diciembre de 1989, hasta la fecha de este fallo, para un total de 107.03 meses y el otro futuro o anticipado, se cuenta desde el 30 de octubre de 1989, hasta el fin de la vida probable de la víctima, que como para la fecha del insuceso contaba con 29 años de edad, era de 44.52 años o 534.24 meses. Descontado aquel primer período, este segundo será de 427,21 meses. 4.- Los períodos indemnizatorios se obtendrán con observancia de la fórmula que se viene aplicando en estos casos (…). 
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

Consejero ponente: JUAN DE DIOS MONTES HERNÁNDEZ

Santafé de Bogotá D.C., dieciocho (18) de febrero de mil novecientos noventa y nueve (1999).
Radicación número: CE-SEC3-EXP1999-N10862
Actor: HERNANDO JIMÉNEZ ÑUNGO Y OTROS.
Demandado: LA NACIÓN - DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD "DAS"
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)

Resuelve la Sala el recurso de apelación propuesto por las partes en contra de la sentencia proferida por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, el 9 de marzo de 1995, por medio de la cual adoptó las siguientes decisiones:
“PRIMERO: Declárase responsable a la NACIÓN - DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD -DAS-, por los perjuicios ocasionados a HERNANDO JIMÉNEZ DELGADO ÑUNGO, MIGUEL ÁNGEL JIMÉNEZ DELGADO, LILIANA PATRICIA JIMÉNEZ RONDÓN, ALBA MILDRED RONDÓN GUAQUE, EFRAÍN JIMÉNEZ, AMINTA ÑUNGO, ELIECER, NELSON ARIEL y EFRAÍN ERNESTO JIMÉNEZ ÑUNGO (sic) han sufrido perjuicios, con ocasión de los hechos ocurridos el día 6 de diciembre de 1989, en los que resultó lesionado HERNANDO JIMÉNEZ ÑUNGO.
"SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, condénase al DAS, por concepto de PERJUICIOS MORALES, al pago del valor equivalente en pesos de:
"SETECIENTOS (700) GRAMOS DE ORO para HERNANDO JIMÉNEZ ÑUNGO.
"CUATROCIENTOS (400) GRAMOS DE ORO para MIGUEL ÁNGEL JIMÉNEZ DELGADO, LILIANA PATRICIA JIMÉNEZ RONDÓN y ALBA MILDREY RONDÓN GUAQUE.
"CIEN (100) GRAMOS DE ORO para EFRAÍN JIMÉNEZ, AMINTA ÑUNGO, ELIAS, LUZ ENELIA, ISMELDA, FRANCISCO, LUIS ENRIEQUE, ELIECER, NELSON ARIEL y EFRAÍN ERNESTO JIMÉNEZ ÑUNGO."
"TERCERA: Deniéganse las súplicas de la demanda." (fls. 167 a 168, cdn. Ppal)
El valor del gramo de oro será el que certifique el Banco de la República a la fecha de ejecutoria de esta sentencia.
ANTECEDENTES PROCESALES
Las demandas acumuladas de que trata el sub-lite fueron formuladas en oportunidad legal, el 30 de agosto y el 5 de diciembre de 1991, en ejercicio de la acción de reparación directa consagrada en el art. 86 del C.C.A., por HERNANDO JIMÉNEZ DELGADO ÑUNGO, MIGUEL ÁNGEL JIMÉNEZ DELGADO, LILIANA PATRICIA JIMÉNEZ RONDÓN, ALBA MILDREY RONDÓN GUAQUE, EFRAÍN JIMÉNEZ, AMINTA ÑUNGO LEIVA, ELÍAS JIMÉNEZ ÑUNGO, LUZ ENELIA JIMÉNEZ ÑUNGO, ISMELDA JIMÉNEZ ÑUNGO, FRANCISCO JIMÉNEZ ÑUNGO, por una parte y, por la otra, LUIS ENRIQUE JIMÉNEZ ÑUNGO, ELIECER JIMÉNEZ ÑUNGO, NELSON ARIEL JIMÉNEZ ÑUNGO y EFRAÍN ERNESTO JIMÉNEZ ÑUNGO.
La acción está formulada contra la NACIÓN COLOMBIANA-DAS, con el propósito de que sean declaradas administrativa y patrimonialmente responsables de los perjuicios irrogados a los demandantes a raíz de las lesiones corporales de todo orden infligidas a HERNANDO JIMÉNEZ ÑUNGO, según hechos ocurridos el 6 de diciembre de 1989, con ocasión del atentado perpetrado contra el edificio del Departamento Administrativo de Seguridad, situado en este Distrito Capital.
La parte actora sintetiza los supuestos fácticos que constituyen el fundamento de las pretensiones, de la manera siguiente:
"Hernando Jiménez Ñungo trabajaba en el DAS el 6 de Diciembre de 1989, en el cargo de detective agente 05, donde recibía como asignación mensual la suma de ciento dos mil cien ($102.100) pesos mensuales.
"El 6 de Diciembre de 1989, Hernando Jiménez Ñungo se encontraba en la oficina del grupo especial de seguridad rural distinguida con el número 501, costado oriental, quinto piso, de las instalaciones del edificio del DAS, ubicadas en Paloquemao, Eran las siete y treinta (7:30 a.m.) de la mañana y estaba recibiendo instrucciones del jefe del grupo, cuando en ese instante estalló la bomba dirigida contra las instalaciones del DAS, que lo lanzó al techo del edificio, haciéndole perder el conocimiento, además de recibir varias heridas.
"Por el golpe recibido sufrió una herida perforante en el ojo izquierdo. Además, presenta hipoacusia bilateral acentuada a la izquierda, vértigo post-trauma acústico con lateropulsión a la izquierda durante la marcha, tinnitus bilateral, cefalea tensional y reacción postraumática por estrés.
"Cuando estaba herido y sin conocimiento, el compañero de trabajo, detective Luis Carlos Gómez, lo auxilió llevándolo hasta el primer piso y de ahí fue enviado en una ambulancia de la policía a la Caja Nacional de Previsión. Ese mismo día y a causa de su herida en el ojo izquierdo, fue remitido de urgencias a la Clínica Barraquer donde se le intervino quirúrgicamente.
“Como es de público conocimiento y, por tanto, un hecho que no necesita demostrarse en este proceso, la explosión dinamitera del 6 de Diciembre de 1989, fue dirigida contra la edificación mencionada con el fin de atentar contra la vida del señor Jefe del Departamento Administrativo de Seguridad, el general Miguel Maza Márquez y para acabar con el edificio donde funciona la mencionada institución."
"La explosión dinamitera causó graves daños a los demandantes. El señor Hernando Jiménez Ñungo sufrió varias heridas en el cuerpo, especialmente en el ojo izquierdo, por lo cual perdió su capacidad laboral en un ciento por ciento ( 100% ) según los médicos de la Caja Nacional de Previsión” (fls 5 a 13 y 37 a 40 del Cdn. principal y 3 a 15 del C 2)
Cumplido el trámite previsto en la ley para la primera instancia, el a-quo profirió el fallo materia de la alzada, en el cual despacha favorablemente las pretensiones aducidas en el libelo inicial de cada uno de los procesos acumulados, salvo lo concerniente a la condena al pago de los perjuicios materiales, que niega, como puede observarse en la parte resolutiva que se transcribió al comienzo de este proveído.
Según el Tribunal, en los autos se encuentra suficientemente demostrado, a través del engranaje probatorio analizado bajo la óptica prevista en el Código de Procedimiento Civil, que existían serias amenazas de que se produciría un ataque contra las instalaciones del DAS, que el 6 de diciembre de 1989 efectivamente se produjo un atentado dinamitero contra la sede de esa institución, sitio en el que se encontraba la víctima cumpliendo con sus funciones y que en ese hecho recibió heridas de consideración.
Los mencionados hicieron que se tomaran ciertas medidas especiales de seguridad, agrega, aunque no todas las que fueron recomendadas por los expertos, pues de haberse hecho "no se hubiese permitido el acceso vehicular por la calle 17a, sitio que aprovecharon los sediciosos para ubicar el carro bomba.” Tal falta de prudencia y control, en una entidad con funciones de policía, cuyos empleados están entrenados para protegerse a sí mismos y proteger a la comunidad, agrega, "constituye sin lugar a dudas una falta en la prestación de su servicio de vigilancia y control”.
La negligencia y el descuido, por parte de las autoridades concluye el a-quo, permitiera que la delincuencia cometiera el atentado que tenía preparado de tiempo atrás, en el cual se causaron los perjuicios que la parte actora reclama.
El Tribunal niega las pretensiones al pago de los perjuicios materiales, teniendo en consideración que la víctima laboraba al servicio del DAS, entidad que “le decretó una pensión de invalidez, ocasionada precisamente por las lesiones sufridas el 6 de diciembre de 1989, razón por la cual no hay lugar aquí a resarcir esta clase de perjuicio." (fls 154 a 169 del Cdn. Principal)
Inconformes con la providencia que puso fin a la primera instancia y estando dentro del término legal las partes interpusieron y sustentaron el recurso de apelación que se desata. El apoderado de los demandantes, en el escrito visible a los fls 172 y 173, pide modificar la providencia recurrida, en el sentido de hacer las condenas económicas en los rubros y por el monto señalado en el libelo introductor del proceso, en lo que se refiere a los perjuicios morales y materiales en la modalidad de lucro cesante, punto sobre el cual discurre de la manera siguiente:
"Según los facultativos de la Caja Nacional de Previsión, entidad de carácter oficial, cuyos documentos son públicos, al señor Hernando Jiménez se le produjo un grado de invalidez del 90%. Tal prueba indica que sus heridas fueron no solo gravísimas, sino que le proporcionaron una pérdida total de su capacidad laboral. Considero que los perjuicios morales a los demandantes son por tal razón muy bajos y que se debe reconocer una indemnización mayor.”
La decisión tomada en la sentencia, de negar la condena al pago de los perjuicios materiales, agrega el recurrente, choca con la jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado. "El superior ha dicho en diferentes oportunidades que no se debe descontar de la indemnización a forfait el valor de los perjuicios materiales, porque esas indemnizaciones tienen diferente causa. La primera deviene de una relación laboral y la segunda se fundamenta en la responsabilidad extracontractual de la administración, casi siempre originada en la lo dispuesto en el art. 90 de la C.N., tesis que aparece reafirmada en la sentencia pronunciada por la Honorable Sala Plena, el 7 de febrero de 1995, con ponencia del Doctor CARLOS ARTURO ORJUELA GÓNGORA, dentro del Expediente S-247, Actor: MÉLIDA INÉS DOMÍNGUEZ Y OTROS.”
El mandatario judicial del Departamento Administrativo de Seguridad “DAS", por su parte, en el escrito agregado a los fls 187 y 188, solicita revocar el proveído en cuestión y, en su lugar, se rectifique la apreciación probatoria y, por ende, se denieguen las súplicas impetradas en la demanda, ya que en los autos nada demuestra que la administración hubiera omitido tomar las medidas que era posible adoptar para evitar que se cumplieran las amenazas que venían haciendo poderosos grupos delincuenciales.
Tratándose de la responsabilidad por la actividad de la policía, subraya, en la cual se encuadra la seguridad de las personas, se tiene sabido que ella sólo se compromete cuando existe culpa grave o dolo, por lo cual resulta inexplicable que se condene a la Nación, como si su conducta en estos tópicos pudiera ser analizada desde el punto de vista de los resultados; a la administración no se le puede exigir el imposible de evitar la actividad sinuosa y sutil de la delincuencia anónima y sorpresiva.
En esta materia, concluye diciendo el mismo recurrente, la aplicación de las teorías "pareciera que sólo tiene en cuenta las obligaciones y no los medios de que dispone la sociedad, para hacer recaer la responsabilidad en quien no puede tenerla, por insuperable situación de hecho que impide evitar los horrores de la criminalidad.”
Dentro del término que se les dio para alegar de conclusión en esta segunda instancia, los actores mantuvieron silencio, según consta a folios 191 y 203 del Cdn principal, en tanto que la parte demandada hizo llegar el escrito visible a los fls 192 a 198 ibídem. El Procurador Segundo ante esta Corporación, Doctor HUGO CAÑIZARES BERBEO, en el escrito que se aprecia a los fls 199 a 202, pide confirmar la decisión del a-quo, demostrando que hubo fallas del servicio que facilitaron el atentado que se produjo contra el edificio del DAS.
La vista de fondo rendida por el Delegado del Ministerio Público, igualmente es de la opinión que debe accederse a lo solicitado por la parte actora, en cuanto a complementar y reajustar la condena, punto sobre el cual reflexiona de la manera siguiente:
“También deben prosperar las pretensiones sobre perjuicios morales (elevar los reconocidos) y reconocer los materiales, de conformidad con la sentencia de 7 de febrero de 1995 antes eludida. Así entonces, los perjuicios morales deberán elevarse a los topes que la Sala tiene, establecidos para casos como el que se analizó en éste, dada la gravedad de la lesión sufrida por el señor HERNANDO JIMÉNEZ ÑUNGO.
"Con relación a los perjuicios materiales éstos deben liquidarse sobre la base de un salario de $102.100 que devengaba el señor JIMÉNEZ ÑUNGO en la fecha de la ejecutoria de la sentencia y conforme a las fórmulas que tradicionalmente viene aplicando la Corporación.
"A título de ejemplo, los perjuicios materiales para el señor JIMÉNEZ ÑUNGO, serán:
“R= $102.10
“Índices: Diciembre/89 = 126.08


   Mayo/96    = 536.43
"Ra= 102.100 x 536.43 = 456.267.47




 126.08

"a) Indemnización debida:
"N = Dic.6/89 a jul. 6/96 = 6 años 7 meses = 79 meses
“Ra = 456.267.47
"S = 456.267.47 (1.004867)79-1




   0.004867

“S = 456.267.76 x 0.4675001 =




    0.004867

"S= 456.267.46 x 96.055091 = $43'826.813
“b) Indemnización futura:
"ALBERTO JIMÉNEZ ÑUNGO nació el 15 de mayo de 1960 (fl. 19-C4).
“A la fecha de los hechos (dic.6/89) contaba con 29 años 6 meses 21 días.
"Vida probable: 44.06 años = 528.72
“N = 528.72-79 = 449.72
“Ra = 456.267.46
“S = 456.267.46 (1,004867)449.72-1


0.004867 (1.004867)449.72
“S = 456.267.46 x 7.8771277





0.0432049

"S = 456.267.46 x 182.32024 = $83'186.793 =
Total perjuicios materiales a julio 6/96: $127'013.606”   (fls. 201 a 202 Cdn ppal)
LA SALA CONSIDERA
La Sala confirmará el fallo recurrido en lo fundamental, pues encuentra acertados los planteamientos y conclusiones que el Tribunal tuvo en cuenta para declarar la responsabilidad del Estado, tanto desde el punto de vista administrativo como patrimonial, en las lesiones corporales que sufriera HERNANDO JIMÉNEZ ÑUNGO, el 6 de diciembre de 1989, a consecuencia del atentado perpetrado por la delincuencia organizada contra las instalaciones del DAS, ubicadas en este Distrito Capital; la condena merece observaciones y será modificada.
La apreciación de los medios de convicción aducidos por las partes, hecha conforme a lo preceptuado en el art 187 del C. de P. C., pone en evidencia que los hechos de que tratan estas diligencias fueron la consecuencia necesaria de fallas o faltas de los servicios de inteligencia y vigilancia a cargo de la parte demandada, que permitieron o facilitaron se generara el evento dañoso por el cual se reclama.
Significa lo anteriormente dicho que la Corporación reitera en esta oportunidad la orientación jurisprudencial que ha venido aplicando para resolver las causas originadas en el ataque consumado contra la sede principal del DAS, la cual se recoge, entre otras, en la sentencia de 6 de noviembre de 1997 (Expediente No. 10255, Actor: AURA MARÍA VIVAS DE MOLANO Y OTROS), en la cual, con ponencia del Consejero de Estado que dirige este proceso, dijo:
"1.- RESPONSABILIDAD DEL ESTADO
"La Sala ha tenido oportunidad de dilucidar que de la explosión de dinamita dirigida contra el edificio donde funciona el Departamento Administrativo de Seguridad "DAS" en esta ciudad, ocurrida el 6 de diciembre de 1989, se deriva responsabilidad estatal originada en el desequilibrio o rompimiento de las cargas públicas o daño especial, y en la concurrencia de falla en el servicio. Es así como en sentencia de julio 27 de 1995 con ponencia del Dr. Daniel Suárez Hernández, Exp. 10120, Actor: José Ovidio Ramos Pinzón, Demandado: Nación-Das, se expresó:
“ ” Ninguna duda le cabe al ad quem para identificarse con el criterio del juzgador a quo, en el sentido de encontrar que en el atentado dinamitero que originó este proceso hubo, descuido, exceso de confianza, negligencia y desacato a las recomendaciones e instrucciones impartidas por la Dirección general del Departamento Administrativo de Seguridad, motivadas por las especiales circunstancias de riesgo, amenazas y declarada guerra entre las fuerzas del orden y los narcotraficantes, donde el DAS, con su Director General de dicho departamento al Tribunal de Cundinamarca, así como las copias de los comunicados e informes confidenciales anexados, visibles a folios 190 a 215 del cuaderno número 2, acentúan el convencimiento de la Sala acerca de que las instrucciones de seguridad impartidas por la Dirección General no fueron estrictamente atendidas, facilitando por esa negligencia e imprudencia la ejecución del repugnante atentado.
“Como antes se señaló, la Sala ha tenido oportunidad de estudiar la misma situación que dio lugar a este proceso. Por tal motivo, retoma los razonamientos consignados en la sentencia de 9 de febrero de 1995, expediente No. 9550, actor: Luis Carlos Castellanos Ruiz, y reiterados en providencia de 11 de mayo de 1995, en el proceso No. 10092, actor: Alirio Pinzón Walteros, ambas con ponencia del doctor Julio Cesar Uribe Acosta. En el primero de los fallos reseñados, en lo pertinente sostuvo la Sala:
"En el caso sub-exámine no hay espacio para la duda que impida concluir que el centro de imputación jurídica es responsable de las heridas causadas a LUIS CARLOS CASTELLANOS RUIZ, con ocasión de la explosión dinamitera dirigida por las fuerzas de la subversión contra el edificio donde funciona el Departamento Administrativo de Seguridad en Bogotá. Esa responsabilidad toma apoyo en la filosofía jurídica que informa la RESPONSABILIDAD POR DAÑO ESPECIAL, y encuentra respaldo jurídico en el artículo 90 de la Constitución Nacional, que claramente preceptúa:
“ ” EI Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados. por la acción o la omisión de las autoridades públicas" ".
" " El acervo probatorio que obra dentro del informativo permite concluir, como lo hizo el Tribunal de instancia, que en el caso en comento y en la lucha contra las fuerzas de la subversión, hubo NEGLIGENCIA e incumplimiento de las instrucciones impartidas por el Director General de Inteligencia, en las comunidades calendadas los días 29 de septiembre y 27 de octubre de mil novecientos ochenta y nueve (1989), dirigidas al Jefe de Seguridad Interna y al Jefe de Sección de Vigilancia y Control. En la primera el alto funcionario pone de presente “ “… la inminencia de amenazas contra la sede del Departamento Administrativo de Seguridad” ” , por lo cual se demanda ” “... intensificar las medidas activas y pasivas de seguridad..." “. Allí se lee que: “ El control de ingreso de particulares por la puerta de empleados debe ser ejercido de forma más rigurosa, en razón a que continuamente se presentan casos de personas que inexplicablemente logran hacer su entrada por ese lugar, sin ser oportunamente detectados por el servicio de vigilancia" " (C. 2, fl. 20) (Subrayas de la Sala). En la misma nota se destaca: “ ”... de la severidad con que sean aplicadas estas medidas dependerá la detección oportuna de cualquier movimiento o acto sospechoso y su consecuente neutralización, evitando así la concurrencia de hechos que lamentar para la Institución y para la totalidad de los empleados." (C. 2, fl. 23).
“ ” Que las instrucciones anteriores no fueron cumplidas se vivencia en la segunda comunicación, ésto es, la de 27 de octubre de 1989, ésto es, pocos meses antes de ocurrir la tragedia. En ella se lee:
“ ”... son constantes los casos de ingreso de particulares por todas las entradas, SIN QUE SEAN DEBIDAMENTE REVISADOS, IGUALMENTE TIENEN ACCESO A LOS DIFERENTES PISOS SIN PORTAR LA CORRESPONDIENTE FICHA. Ello significa que los controles deben ser más rigurosos.
“ ” Ningún vehículo que ingresa al sótano del Departamento ESTÁ SIENDO SOMETIDO A LA REVISIÓN CORRESPONDIENTE, como sí ocurre con los que entran al aparcadero ubicado sobre la carrera 28 y con los que salen del mismo sótano. Se requiere de forma inmediata que dichos automotores también sean revisados minuciosamente al ingresar al sótano, verificando además la identidad de los conductores" "...
“ ” Es frecuente observar merodeando en los alrededores de las instalaciones a personas de extraña apariencia, sin motivo que justifique su presencia” ".
" "Que los altos mandos del DAS presentían la tragedia se vivencia en la comunicación del 27 de octubre de 1989, en cuyo numeral 6° el Director general de Inteligencia advierte:
“ ” La drasticidad y constante aplicación de las medidas de seguridad, serán factores disuasivos para que el enemigo desista de sus PROPÓSITOS DELICTIVOS CONTRA EL PERSONAL Y LAS INSTALACIONES DEL DAS..." " (C. 2, FL. 19).
“ “Como si lo anterior fuera poco, el Director del Departamento Administrativo de Seguridad, Dr. Fernando Brito Ruiz, en nota calendada el día 12 de noviembre de 1992, dirigida al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, no desconoce que el segundo semestre de 1989, se caracterizó “ ”... por la ocurrencia de múltiples actos terroristas contra diversos estamentos públicos y privados. ANTES DEL 6 DE DICIEMBRE DE 1989, CON FUNDAMENTO EN LAS INFORMACIONES RECIBIDAS Y EN LA RESPECTIVA APRECIACIÓN DE INTELIGENCIA, SE CONTEMPLÓ LA POSIBILIDAD DE QUE LA SEDE DEL DAS FUERA OBJETO DE UN ATENTADO EXPLOSIVO." " (C. 2, FL. 14)
“ ” Es verdad que a través de todas las anteriores comunicaciones se habla de que se han impartido “INSTRUCCIONES PRECISAS” para reforzar las medidas de seguridad. Es cierto, igualmente, que los funcionarios competentes enviaron “CIRCULARES” para que se tomaran las medidas de seguridad del edificio, etc, etc, pero es lo cierto que la tragedia que se veía venir se dio, sin que se hayan podido explicar, en forma satisfactoria, por qué causa, motivo o razón, las medidas de seguridad no dieron resultado. Para el ciudadano común y corriente resulta incomprensible que las órdenes no se obedecieran. Sólo así se explica que en el CONFIDENCIAL del 27 de octubre de 1989 se destaque que siguen entrando particulares por todas las entradas sin que sean debidamente revisados. Inusitado que los vehículos que entraban al sótano de la edificación no fueran objeto de control. La carga de dinamita que ocasionó tantos estragos habría podido ser colocada, según ese testimonio, en la base misma de la edificación.
“ “ Afirma el Director del DAS, Dr. Fernando Brito Ruiz, que por la calle 17A, “... vía sobre la cual fue desplazado el bus bomba para que partiendo de la carrera 25 accediera a la carrera 27, NO TENÍA RESTRICCIONES DE ACCESO, sólo de control, en razón a que era usada para el ingreso a varios locales comerciales. Por lo anterior la vigilancia sobre la calle 17A era la misma ordenada para las restantes áreas periféricas del sector de Paloquemao” (c. 2, fl. 15). En este momento del discurso judicial se impone preguntar: Y si no había restricciones de acceso, por qué falló el CONTROL? Hubo acaso “LACITUD, PEREZA, INCONSTANCIA Y RELAJAMIENTO” en la aplicación del mismo? De estos vicios ya hablaba el Director General de Inteligencia señor Alberto Romero Otero, en su CONFIDENCIAL DE 27 DE OCTUBRE DE 1989. Acaso los estaba vivenciando en el personal bajo su control?
“ ” No deja de ser extraño que no obstante los llamados de atención, para el personal que no controlaba el ingreso de personas ni de vehículos, nada se sabe de SANCIONES para los mismos., Habría sido de interés, para la mejor defensa del centro de imputación jurídica demandado, demostrar que fueron destituidos o sancionados. Lo que se espera de la administración es que actúe. No que se limite a pasar circulares y circulares, cuyos mensajes se quedan en el campo literario, pero no fructifican en soluciones concretas. Resulta realmente vergonzoso que el corazón mismo de la "SEGURIDAD" y de los "SERVICIOS DE inteligencia" del país haya resultado objetivo fácil de la delincuencia organizada. Esas falencias en la acción dejan pesares en el alma, y comprometen gravemente la eficiencia, idoneidad y capacidad del personal a su servicio.
“ “Si como lo afirma la apoderada del Departamento Administrativo de Seguridad, al contestar la demanda, al citado organismo le corresponde ejercer funciones de inteligencia, de policía judicial, y de protección a personajes, parece resultar cierto que, con la experiencia vivida, no se pueden abrigar muchas esperanzas en tales frentes.
“ ” B) Para la Corporación resulta claro que el atentado contra las instalaciones del DAS tenía como finalidad socavar las instituciones, lo que explica la selección del objetivo. Así lo puso de presente ante el país el Sr. Presidente de la República, en mensaje televisado desde Tokio, de fecha 6 de diciembre de 1989, publicado en "DISCURSOS 1986-1990. Volumen IV Política Exterior. Presidencia de la República”, que es hecho notorio, en el cual y en lo pertinente se lee:
“ ” Estamos y continuaremos en la lucha. LA GUERRA ES CONTRA COLOMBIA ENTERA, contra la democracia. No vamos a permitir que caigamos bajo la tiranía sangrienta de los narcoterroristas..." ".
“ ” Meses antes (agosto 18/99) y con motivo del atentado criminal contra el Dr. Luis Carlos Galán, el primer magistrado de la Nación, Dr. Virgilio Barco se dirigió al país para destacar:
“ ” La violencia afecta a todos. No es una ofensiva contra el Gobierno o contra la justicia. ES UNA GUERRA CONTRA EL PAÍS, EL PAÍS TODO DEBE RESPONDER..." (Discursos 1986-1990. Volumen 11. Paz, Lucha contra el Narcotráfico y Orden Público. Presidencia de la República.!
" "Ahora bien: Si la realidad expuesta se deja encuadrar dentro de un marco de guerra, de una guerra que el país vive desde hace ya muchos años y que hoy aparece como "CAMINO BLOQUEADO", ésto es, SIN SALIDA, para utilizar la conceptualización del jurista y filósofo Dr. NORBERTO BOBBIO, se impone preguntar: la población inocente que la padece y sufre, tendrá que soportar ella sola el daño que la misma le causa? Para ese hombre del común, que no tiene el control de la guerra, ya que prácticamente no tiene miedo a morir, sino vergüenza de sobrevivir, podrá un Estado que se dice Social de Derecho y Solidario y fundado en la dignidad de la persona humana, dejarlo solo, abandonado, sin indemnizarle el daño que el conflicto que él no ha creado le produce? No lo cree así la Sala, y para llegar a esta conclusión no necesita buscar apoyo en la ley sino el derecho, en la equidad, en los principios universales que informan la bella ciencia." (Se subraya)"
2.- EL CASO SUB-JUDICE
En el proceso se encuentran acreditados los siguientes hechos:
a.- Según la certificación expedida por la respectiva unidad de personal, visible a los fls 36 y 37 del cuaderno No. 4, HERNANDO JIMÉNEZ ÑUNGO prestaba sus servicios en el Departamento Administrativo de Seguridad “DAS” desde el 24 de febrero de 1981 y para la fecha en que transcurrieron los hechos, se encontraba laborando en su oficina, la 501, ubicada en la sede principal de esa institución.
b.- Aproximadamente a las 7:32 de la mañana del 6 de diciembre de 1989, se produjo el atentado dinamitero a que aluden estas diligencias, el cual dejó semidestruidas las instalaciones de la entidad y las edificaciones privadas circunvecinas, al tiempo que ocasionó la muerte y lesiones personales de diverso grado a numerosas personas.
c.- El daño y la relación de causalidad como las omisiones que se endilgan al servicio, está acreditado con la historia clínica, obrante a los fls 36 a 66 del cuaderno No. 3, en la cual se conceptúa que a consecuencia de la explosión, la víctima sufrió una herida perforante en el ojo izquierdo, que a pesar de los tratamientos médicos y quirúrgicos a que fue sometido "evolucionó a Ptisis Bulbi, que requiere enucleación e implante ocular".
La última valoración hecha por la Caja Nacional de Previsión, el 29 de mayo de 1990, expresa que la víctima "Presenta además hipoacusia bilateral más acentuada a la izquierda. Vértigo post-trauma acústico con lateropulsión a la izquierda durante la marcha. Tinnitus bilateral, cefalea tensional y reacción postraumática por estrés. Esta división junto con los servicios tratantes de Neurología y Otorrinolaringología, otorgan pensión de invalidez definitiva por una pérdida de la capacidad laboral del 96% de carácter permanente". (Fl. 36 del C3).
Como corolario obligado de la realidad procesal anotada, el proveído recurrido deberá mantenerse en cuanto le imputa a la administración haber posibilitado el evento dañoso por el cual se reclama, tanto más si se considera que nada acredita la existencia de causal con virtud suficiente para liberar su responsabilidad; por consiguiente, de cargo de la parte demandada correrá la indemnización de los perjuicios irrogados a los interesados.
LA CONDENA
Conforme a la jurisprudencia que la Corporación aplica en acciones de esta naturaleza, los demandantes acreditan estar legitimados en la causa por activa, así:
A) La víctima, con las certificaciones que hizo llegar la administración y con la historia clínica; con el registro civil de matrimonio de EFRAÍN JIMÉNEZ ÑUNGO y AMINTA ÑUNGO LEIVA, celebrado el 27 de mayo de 1948 y con el registro civil de los hijos habidos en esa unión: FRANCISCO JIMÉNEZ ÑUNGO, el 14 de octubre de 1955; ISMELDA JIMÉNEZ ÑUNGO, el 19 de abril de 1954; HERNANDO JIMÉNEZ ÑUNGO, la víctima, el 15 de mayo de 1960; SILVIO ELÍAS JIMÉNEZ ÑUNGO, el 8 de noviembre de 1974; LUZ ENELIA JIMÉNEZ ÑUNGO, el 30 de mayo de 1980; LUIS ENRIQUE JIMÉNEZ ÑUNGO, el 11 de noviembre de 1961; ELIECER JIMÉNEZ ÑUNGO, el 8 de junio de 1949; NELSON ARIEL JIMÉNEZ ÑUNGO, el 24 de septiembre de 1967 y, ERNESTO JIMÉNEZ ÑUNGO, el 27 de noviembre de 1951. (fls 14 a 21 del Cdn principal y 16 a 19 del C2).
B) MIGUEL ÁNGEL JIMÉNEZ DELGADO y LILIANA PATRICIA JIMÉNEZ RONDÓN, procreados el 15 de febrero y el 22 de octubre de 1985, con los registros civiles de nacimiento que obran a los fls 20 y 21 del cuaderno principal, los cuales acreditan que fueron reconocidos como hijos extramatrimoniales de la víctima; finalmente, ALBA MILDREY RONDÓN GUAUQUE, demuestra su calidad de compañera permanente del lesionado con las declaraciones recibidas a NICOLAS MOLANO ÁVILA, ISAAC MOLANO ÁVILA y DANIEL ARTURO BELTRÁN.(fls 1 a 8 del Cdn 3).
PERJUICIOS MORALES
Las pruebas aducidas atinentes al daño irrogado a la víctima, como al parentesco y a la relación que con él mantenían el resto de los demandantes, son suficientes para concluir, pues nada indica que deba modificarse, que tienen derecho a recibir la indemnización que por este concepto les fue señalada por el a-quo; el precio del gramo de oro que se tendrá en cuenta para el pago de estos perjuicios, será el interno que certifique el Banco de la República para la fecha de ejecutoria de este fallo.
PERJUICIOS MATERIALES
Siguiendo la reiterada jurisprudencia de la Corporación, no hay lugar a duda que pueden acumularse, por tener diferente causa, las prestaciones a forfait, esto es, las que la víctima tiene derecho a recibir en virtud de la relación legal y reglamentaria que lo ligaba a la administración, con la indemnización que tiene su origen en la falla o falta del servicio que se ha dejado reconstruida. 

En tales circunstancias, las prestaciones sociales reconocidas a la víctima, no excluyen ni se compensan con la que tiene a cargo la entidad responsable del evento dañoso. La condena al pago de los perjuicios materiales, se hará ajustada a las siguientes pautas:
1.- La renta estará representada por el salario que la víctima percibía en la oportunidad en que se produjo el atentado de que tratan estas diligencias, de $83.000.oo pesos mensuales (fl 30 del C3); esta suma se actualizará con aplicación de la fórmula usual en estos casos, que tiene en cuenta el promedio del índice de precios al consumidor certificado por el DANE, según la cual, el índice inicial será el que regía en la fecha en que se produjo el daño, el 6 de diciembre de 1989, de 126.08 e índice final, el actual 783.43, de lo cual se tiene:
V.P. = 83.000  783.43




126.08

V.P.= 515.741,50
2.- Para hacer los estimativos se tomará la totalidad de la renta, habida cuenta que según el dictamen de la Caja Nacional de Previsión, la víctima “sufrió una pérdida de la capacidad laboral del 96%, de carácter permanente” (fl 22 del C. principal)
3.- La indemnización comprende dos períodos: el primero, vencido o consolidado, corre desde el 6 de diciembre de 1989, hasta la fecha de este fallo, para un total de 107.03 meses y el otro futuro o anticipado, se cuenta desde el 30 de octubre de 1989, hasta el fin de la vida probable de la víctima, que como para la fecha del insuceso contaba con 29 años de edad, era de 44.52 años o 534.24 meses. Descontado aquel primer período, este segundo será de 427,21 meses.
4.- Los períodos indemnizatorios se obtendrán con observancia de la fórmula que se viene aplicando en estos casos, de lo cual se tiene lo siguiente:

a.- Indemnización vencida o consolidada:
S = 515.741,50 (1+ 0.004867)107.03 -1






0.004867

S = 72.210.327.00
b.- Indemnización futura o anticipada:
S = 515.741,50 (1+ 0.004867)427.21 -1




 0.004867 (1+ 0.004867)427.21
S= 92.651.392.00
Sumadas las indemnizaciones debidas y futuras, la condena al pago de los perjuicios materiales quedará en la suma de $164.861.719.oo. A partir de la ejecutoria de este proveído, las sumas liquidadas por perjuicios morales y materiales devengarán los intereses comerciales y de mora a que alude el art. 177 del C.C.A.
En mérito de lo expuesto, el CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
F A L L A:
PRIMERO.- CONFIRMASE la sentencia objeto de apelación, dictada por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, el 9 de marzo de 1995, con la única aclaración de que se condena a la parte demandada a pagar a HERNANDO JIMÉNEZ ÑUNGO, por concepto de perjuicios materiales, actualizados hasta el presente, la suma de CIENTO SESENTA Y CUATRO MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA Y UN MIL SETECIENTOS DIECINUEVE PESOS ($164.861.719.00 ) MONEDA CORRIENTE.

SEGUNDO.- El precio del gramo de oro que se tendrá en cuenta para el pago de los perjuicios morales, será el interno que certifique el Banco de la República para la fecha de ejecutoria de este fallo, momento a partir del cual las sumas obtenidas a título de indemnización de perjuicios, tanto morales como materiales, causarán los intereses que establece el art. 177 del C.C.A.
TERCERO.- Para su cumplimiento, expídanse a las partes, por intermedio de sus apoderados, copias auténticas de las sentencias, con constancia de ejecutoria, conforme a lo preceptuado en los artículos 176 y 177 del C.C.A., 115 del C. de P. C. y 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE AL TRIBUNAL DE ORIGEN.
Se deja constancia que la anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en sesión de fecha
RICARDO HOYOS DUQUE 
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